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EFECTOS Y NECESIDAD DEL REPORTE EN LAS CENTRALES DE RIESGOS 
A DEUDORES MOROSOS DEL PAGO DE CUOTA ALIMENTARIA EN 
COLOMBIA A PARTIR DE LA PROMULGACIÓN DE LA LEY 1098 DE 2006 
 
INTRODUCCIÓN 
 
La monografía efectos y necesidad del reporte en las centrales de riesgos a 
deudores morosos del pago de cuota alimentaria en Colombia a partir de la 
promulgación de la Ley 1098 de 2006, tiene como finalidad y objeto, determinar si 
el mismo cumple con el objetivo de la citada Ley, que es lograr el goce efectivo de 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
 
Bebe terse en cuenta que los artículos 1 y 2 de la Ley 1098 de 2006, preceptúan: 
 
“Finalidad.  Este Código tiene por finalidad garantizar a los niños, a 
las niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para 
que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un 
ambiente de felicidad, amor y comprensión.  Prevalecerá el 
reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin 
discriminación alguna”. 
“Objeto. El presente Código tiene por objeto establecer normas 
sustantivas y procesales para la protección integral de los niños, las 
niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y 
libertades consagrados en los instrumentos internacionales de 
Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así 
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como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será 
obligación de la familia, la sociedad y el Estado”1. 
Por su parte, el inciso sexto del artículo 129 del Código de La Infancia y la 
Adolescencia Ley 1098 de 2006 señala: 
“Cuando se tenga información que el obligado a suministrar 
alimentos ha incurrido en mora de pagar la cuota alimentaria por más 
de un mes, el juez que conozca o haya conocido del proceso de 
alimentos o el que adelante el ejecutivo dará aviso al Departamento 
Administrativo de Seguridad ordenando impedirle la salida del país 
hasta tanto preste garantía suficiente del cumplimiento de la 
obligación alimentaria y será reportado a las centrales de riesgo”.  
  
 
 
1
 artículos 1 y 2 de la Ley 1098 de 2006, Colombia. Gaceta del Congreso. 
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CAPÍTULO I 
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
1. DEFINICIÓN DEL TEMA 
 
Tema: Efectos y necesidad del reporte en las Centrales de Riesgo a deudores 
morosos del pago de cuota alimentaria en Colombia, a partir de la promulgación 
de la Ley 1098 de 2006. 
 
Que: Reporte en Centrales de riesgos en los procesos de alimentos. 
Donde: En Colombia   
Cuando: Desde la promulgación de la Ley 1098 de 2006, 8 de noviembre de 
2006. 
Titulo: Efectos y necesidad del reporte en las centrales de riesgos a los deudores 
morosos del pago de la cuota alimentaria en Colombia a partir de la promulgación 
de la Ley 1098 de 2006.  
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2.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
CAUSAS  CONSECUENCIAS 
Incumplimiento cuota alimentaria Reporte en centrales de riesgos 
Reporte en Centrales de Riesgos Bloqueo transacciones Financieras 
Bloqueo en Transacciones 
Financieras 
Imposibilidad de obtener créditos  
Imposibilidad de obtener créditos Pérdida de la capacidad de pago 
 
Planteando el problema de conformidad con el cuadro anterior, se puede decir que 
el incumplimiento de la cuota alimentaria genera de conformidad con la ley que el 
obligado sea reportado a las centrales de riesgos, estar reportado en las centrales 
de riesgos genera el bloqueo en las transacciones financieras, conllevando ello a 
la imposibilidad de obtener créditos y a la pérdida de la capacidad de pago, 
obteniendo por tanto nuevamente un circulo repetitivo que genera el 
incumplimiento de la cuota alimentaria. 
 
2.1. ARTICULACIÓN DE LAS CAUSAS Y SÍNTOMAS DEL PROBLEMA 
 
El derecho de alimentos para los niños, niñas y adolescentes, es un derecho 
traído por nuestra Constitución Política, los Tratados Internacionales o Convenios 
Internacionales de Derechos humanos ratificados por Colombia y la Convención 
sobre los Derechos del niño. 
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A raíz de la protección especial que señalan las normas en cita, se hizo necesario 
en nuestra legislación, su desarrollo y reglamentación, por ello la Ley 1098 en su 
artículo 129, inciso sexto, autoriza al juez de conocimiento del asunto a dar aviso  
al Departamento Administrativo de Seguridad, a efectos de que le impida al 
demandado u obligado a suministrar los alimentos su salida del país y para que 
sea reportado a las centrales de riesgo, todo con el ánimo de cumplir con la 
finalidad con que fue creada. 
 
2.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Cuál es el efecto y la necesidad de reportar en las centrales de riesgo a los 
deudores morosos del pago de cuota alimentaria en Colombia a partir de la 
promulgación de la Ley 1098 de 2006? 
 
2.3. HIPÓTESIS 
 
Existiendo tantas medidas para hacer efectivos los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, como son el embargo del salario del deudor alimentario, el embargo 
de los bienes muebles e inmuebles, impedimento para salir del país e incluso la 
demanda penal de INASISTENCIA ALIMENTARIA, la disposición de ser reportado 
en las centrales de riesgos, más que ser una medida represiva o que logre el 
objetivo que es el goce de los derecho de los niños niñas y adolescentes, es 
preventiva y no cumple con ningún objetivo. 
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3. SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Qué es una central de Riesgos2 y en qué consiste estar reportado en una de 
ellas? 
¿Cuáles son las consecuencias personales y jurídicas de ser reportado en una 
central de riesgos? 
¿Es necesario el reporte a las centrales de riesgos para el deudor moroso de la 
cuota alimentaria? 
¿Puede llegar a ser nociva la medida de reporte en centrales de riesgos a los 
deudores morosos de la cuota alimentaria?  
¿Riñe dicha medida con la Ley de Habeas Data y las nuevas disposiciones frente 
a las centrales de riesgos?  
 
4. JUSTIFICACION 
  
Con la presente monografía se pretende determinar si el reporte en las centrales 
de riesgos que la ley dispone para los deudores morosos de pagar la cuota 
alimentaria,  cumple con un objetivo específico de la norma, ello es lograr el goce 
efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes de recibir sus 
alimentos y si ésta medida puede llegar a ser violatoria de los derechos 
fundamentales constitucionales de la persona llamada a suministrar los mismos. 
 
 
2
 http://www.superfinanciera.gov.co/Normativa/doctrinas1999/centralriesgossuper0027.htm 
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5. OBJETIVOS 
 
5.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Conocer sobre los efectos que tiene la medida cautelar de reporte en las centrales 
de riesgos a las personas morosas en el pago de la cuota alimentaria y la 
necesidad de la misma en Colombia a partir de la vigencia de la Ley 1098 de 
2006. 
 
5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
1. Definir que es una central de riesgos y cuáles son las consecuencias 
personales y jurídicas de estar reportada en la misma. 
 
2. Determinar en el caso de los procesos de alimentos cual es la anotación 
que se realiza en las centrales de riesgos. 
 
3. Conocer si el niño, niña o adolescente beneficiario de los alimentos se 
puede ver afectado con el reporte que de su progenitor se haga en dichas 
centrales. 
 
4. Analizar si importan las razones por las cuales se entra en mora del pago 
de la cuota alimentaria al momento de que un Juez aplica la medida 
autorizada por el código en caso de incumplimiento de ella y que tiene que 
ver con las centrales de riesgos, cumpliendo con ello los fines y propósitos 
de la Ley. 
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5. Es la medida de reporte en centrales de riesgos un mecanismo preventivo o 
represivo para evitar que las personas obligadas a suministrar alimentos a 
menores de edad entren en mora del pago de los mismos? 
 
 
6. RESULTADOS ESPERADOS 
 
Se pretende demostrar con el desarrollo del trabajo, así como en su sustentación, 
que el reporte en las centrales de riesgos que contempla la parte final del inciso 
sexto del artículo 129 del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 
2006), no es una herramienta efectiva que garantice el goce de los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes y por el contrario  si podría lesionar no solo 
sus intereses, sino también los de la persona que es reportada en dichas centrales 
como moroso de la cuota alimentaria. 
Se pretende llegar al resultado teórico- normativo de demostrar mediante el 
análisis comparativo que aunque la medida puede llegar a ser preventiva, la 
realidad es que en nuestra sociedad son muchos los factores por los cuales el 
progenitor de un niño se sustrae del pago de su obligación como el desempleo, el 
desplazamiento forzado, la falta de oportunidades, etc,  no siempre la simple 
voluntad de no cumplir. 
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7. MARCOS DE REFERENCIA 
 
7.1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
 
El reporte en las centrales de riesgos al obligado a suministrar alimentos cuando 
ha incurrido en mora de pagar la cuota alimentaria, es un elemento novedoso que 
trajo consigo la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia, no 
existe antecedente en la legislación Colombiana sobre la observancia de dicha 
disposición, pues el Decreto 2737 de 1989 antiguo Código del Menor, que hubiera 
sido derogado no la contemplaba. 
No obstante dicha medida no existía para los morosos de las cuotas alimentarias, 
ellos si existen y han existido para los morosos en otros asuntos como las 
obligaciones comerciales y financieras. 
Vistos otros Códigos de Infancia y Adolescencia respecto de los alimentos y sus 
medidas cautelares SE tIene: 
“Artículo 37°- Derecho a la prestación alimentaria. El derecho a 
percibir alimentos se garantiza en los términos previstos en el Código 
de Familia y las leyes conexas. 
Extraordinariamente, la prestación alimentaria comprenderá, 
además, el pago de lo siguiente:  
a) Gastos extraordinarios por concepto de educación, derivados 
directamente del 
estudio o la instrucción del beneficiario. 
b) Gastos médicos extraordinarios, de necesidad notoria y urgente. 
c) Sepelio del beneficiario. 
d) Cobro del subsidio prenatal y de lactancia. 
e) Gastos por terapia o atención especializada, en casos de abuso 
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sexual o violencia doméstica. 
Artículo 38°- Subsidio supletorio. Si el obligado preferente se 
ausentare, presentare incapacidad temporal o imposibilidad de hecho 
para cumplir con el deber de brindar alimentos a una persona menor 
de edad o una embarazada, el Estado le brindará supletoriamente los 
alimentos por medio de la incorporación de estas familias a procesos 
de promoción social y desarrollo humano, mediante programas 
interinstitucionales en los que, de acuerdo con su situación particular, 
intervendrán el Instituto Mixto de Ayuda Social, el Patronato Nacional 
de la Infancia, la Caja Costarricense de Seguro Social, el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Salud o cualquier otro 
necesario para garantizar un tratamiento integral a la familia con el 
apoyo de las redes de la sociedad civil organizada, establecidas para 
tal fin. Las embarazadas tendrán derecho al subsidio únicamente 
durante el período prenatal y de lactancia. 
Cuando los alimentos son reclamados en sede judicial y se constate 
que ocurre alguna de esas circunstancias, el juez gestionará el 
subsidio ante el Instituto Mixto de Ayuda Social. 
Artículo 39°- Acuerdos sobre alimentos. Los acuerdos sobre 
alimentos pactados entre las partes tendrán carácter de sentencia 
ejecutoria, siempre que se homologuen ante la autoridad judicial 
competente. La suma cobrada podrá deducirse directamente del 
salario o según las formas establecidas por ley. 
Cuando se incumpla el acuerdo de alimentos, la parte interesada 
acudirá a la autoridad competente y pedirá la ejecución de lo 
acordado sin necesidad de plantear el proceso de alimentos. La 
solicitud de ejecución podrá ser verbal. 
Artículo 40°- Demanda de alimentos. Las personas menores de edad 
tendrán acceso a la autoridad judicial competente para demandar 
alimentos, en forma personal o por medio de una persona interesada. 
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La solicitud que formule ante dicha autoridad bastará para iniciar el 
proceso que corresponda. 
Antes de dar curso a la demanda, el juez llamará al proceso a quien 
represente legalmente a la persona menor de edad que haya instado 
el proceso o, en su defecto, al Patronato Nacional de la Infancia, para 
que asuma esta representación. De existir interés contrapuesto entre 
la persona menor de edad gestionante y sus 
representantes, el juez procederá a nombrar a un curador”3. 
 
De otra parte, se encuentara que en Código de la infancia en el Ecuador, estipula: 
 
“DEL DERECHO A ALIMENTOS 
Art. 126.- Ambito y relación con las normas de otros cuerpos legales.- 
El presente Código regula el derecho a alimentos de los niños, niñas, 
adolescentes y de los adultos que se señalan en el artículo 128. En 
lo que respecta a las demás personas que gozan de este derecho, se 
aplicarán las disposiciones sobre alimentos del Código Civil. 
Art. 127.- Naturaleza y caracteres.- Este derecho nace como efecto 
de la relación parento - filial, mira al orden público familiar y es 
intransferible, intransmisible, irrenunciable, imprescriptible y no 
admite compensación. Tampoco admite reembolso de lo pagado; ni 
aun en el caso de sentencia judicial que declare inexistente la causa 
que justificó el pago”4. 
 
 
3
 Código de la Niñez y la Adolescencia de Costa Rica Consultado Julio de 2013. Disponible en 
http://www.oas.org/dil/esp/Codigo_Ninez_Adolescencia_Costa_Rica.pdf 
4
 Código de la Niñez y la Adolescencia de Ecuador : Disonible en http://www.hcch.net/upload/adoxtra_ec.pdf. 
Consultado Junio de 2013.  
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Lo anterior no se aplica a las pensiones de alimentos que han sido fijadas y se 
encuentran adeudadas, las que podrán compensarse, se transmiten activa y 
pasivamente a los herederos, y la acción para demandar su pago prescribe según 
lo dispuesto en el artículo 2439 del Código Civil. 
 
“Art. 128.- Titulares de este derecho.- Tienen derecho a reclamar 
alimentos: 
1. Los niños, niñas y adolescentes no emancipados; 
2. Los adultos hasta la edad de veintiún años, si se encuentran 
cursando estudios superiores que les impidan o dificulten el 
dedicarse a alguna actividad productiva y carezcan de recursos 
propios suficientes; y,  
3. Las personas de cualquier edad que no estén en condiciones 
físicas o mentales de procurarse los medios para subsistir por sí 
mismos. 
Art. 129.- Obligados a la prestación de alimentos.- Están obligados a 
prestar alimentos para cubrir las necesidades de las personas 
mencionadas en el artículo anterior, en su orden: 
1. El padre y la madre, aun en los casos de limitación, suspensión o 
privación de la patria potestad; 
2. Los hermanos que hayan cumplido dieciocho años y no estén 
comprendidos en los casos de los numerales 2 y 3 del artículo 
anterior; 
3. Los abuelos; y, 
4. Los tíos”. 
 
Si hay más de una persona obligada a la prestación de alimentos, el Juez regulará 
la contribución de cada una en proporción a sus recursos.  
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Solamente en casos de falta, impedimento o insuficiencia de recursos de los 
integrantes del grupo de parientes que corresponda, serán llamados en su orden, 
los del grupo siguiente, para compartir la obligación con los del grupo anterior o 
asumirla en su totalidad, según el caso. 
 
Art. 130.- Procedencia del derecho aun en el caso de que el derechohabiente y el 
obligado no estén separados.- La prestación de alimentos procede aun en los 
casos en que el derechohabiente y el obligado convivan bajo el mismo techo. 
Art. 131.- Situación de los presuntos progenitores.- El Juez podrá obligar al pago 
de prestación de alimentos en favor de un niño, niña o adolescente, a una persona 
cuya paternidad o maternidad no han sido legalmente establecidas, de acuerdo 
con las siguientes reglas:  
1. La prestación provisional de alimentos, podrá ordenarse desde que en el 
proceso obren indicios suficientes, precisos y concordantes que permitan al Juez 
fundamentar una convicción sobre la paternidad o maternidad del demandado o 
demandada; 
2. Sin perjuicio de la utilización de otros medios de prueba que científicamente 
sean idóneos para demostrar la paternidad y en tanto ellos no sean utilizados, 
para la fijación de la prestación definitiva, el Juez dispondrá, a petición de parte, el 
examen comparativo de los patrones de bandas o secuencias de ácido 
desoxirribonucleico (ADN) del derechohabiente y del o la demandada. Si el 
resultado es positivo, en la misma resolución que fije la prestación de alimentos 
definitiva, el Juez declarará la paternidad o maternidad del o la demandada y 
dispondrá la correspondiente inscripción en el Registro Civil; 
3. Cuando el demandado se niega injustificadamente a someterse al examen 
señalado en este artículo, el Juez le hará un requerimiento para que lo practique 
en el plazo máximo de diez días, vencido el cual, si persiste la negativa, se 
presumirá la paternidad o maternidad y el Juez procederá como en el caso de 
resultado positivo del examen;  
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4. Si el demandado, antes del requerimiento indicado en la regla anterior, funda su 
negativa para la práctica del examen en la circunstancia de carecer de recursos 
para sufragarlos, el Juez ordenará que la Oficina Técnica practique un estudio 
social y emita el informe correspondiente en el plazo máximo de quince días. En el 
caso de que el informe confirme la alegación del demandado, el Juez dispondrá 
que la Junta Cantonal de Protección de su jurisdicción lo incluya, de inmediato en 
un programa del Sistema que cubra el costo del examen. Si el informe social es 
negativo para la pretensión del demandado, se procederá en la forma dispuesta 
en la regla anterior;  
5. Salvo el caso de carencia de recursos previsto en la regla 
anterior, los gastos que demanden las pruebas biológicas y las costas procesales; 
incluidos los gastos del estudio social, cuando lo hubiere, serán sufragados por el 
presunto padre o madre, quienes tendrán derecho a que se les reembolsen por 
quien ha reclamado la prestación, si el resultado de las pruebas descarta su 
paternidad, o maternidad; y,  
6. Se prohíbe practicar el examen señalado en la regla segunda de este artículo 
en la criatura que está por nacer; pero puede hacérselo en personas fallecidas, 
cuando ello sea necesario para establecer la relación de parentesco. 
Art. 132.- Condiciones para la práctica de las pruebas biológicas.- El reglamento 
contemplará las medidas necesarias para asegurar una adecuada cadena de 
custodia de las muestras a utilizar en las pruebas de que trata el artículo anterior, 
para garantizar la identidad personal de los sometidos al examen y las demás 
condiciones técnicas en que deberán practicarse estas pruebas biológicas. 
Art. 133.- Momento desde el que se debe la prestación de alimentos.- La 
prestación de alimentos se debe desde la citación con la demanda. El aumento se 
debe desde la presentación del correspondiente incidente, pero su reducción es 
exigible sólo desde la fecha de la resolución que la declara. 
Art. 134.- Formas de prestar los alimentos.- Tomando en cuenta los antecedentes 
del proceso, el Juez podrá decretar los alimentos en una o más de las siguientes 
formas: 
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a) Una pensión consistente en una suma de dinero mensual que deberá pagarse 
por mensualidades anticipadas, dentro de los cinco primeros días de cada mes; 
b) El depósito de una suma de dinero, la constitución de un usufructo, uso o 
habitación, la percepción de una pensión de arrendamiento u otro mecanismo 
similar, que aseguren rentas u otros frutos suficientes para la debida prestación de 
alimentos del beneficiario; y, 
c) El pago o satisfacción directos por parte del obligado, de las necesidades del 
beneficiario que determine el Juez. Para el pago de la pensión a que se refiere el 
literal a), el Juez ordenará al recaudador la apertura de la tarjeta de pagos del 
obligado en la que consignará la pensión de alimentos respectiva a favor de la 
beneficiaria, beneficiario o quien legalmente lo represente. Cuando se trate del 
usufructo, uso, habitación o la percepción de la renta de arrendamiento de bienes 
inmuebles, el Juez comprobará que no se encuentren limitados por otros derechos 
reales ni afectados por embargo, prohibición de enajenar y gravar, anticresis o 
cualquier otro gravamen o contrato que afecten o puedan impedir o dificultar dicho 
disfrute o percepción. La resolución que los decrete se inscribirá en el Registro de 
la Propiedad del cantón en que se encuentre ubicado el inmueble. 
 
“El hijo o la hija beneficiario no estará obligado a confeccionar 
inventario ni rendir la caución que la ley exige al usufructuario. En 
ningún caso se obligará al niño, niña o adolescente que ha sido 
confiado a la patria potestad del otro progenitor o a la guarda de un 
tercero, a convivir con quien está obligado a prestar los alimentos, 
con el pretexto de que éstos sean una forma de prestación en 
especie.  
Art. 135.- Criterios para determinar el monto de la prestación.- Para 
establecer la cuantía y forma de prestación de los alimentos, el Juez 
deberá tomar en cuenta: 
1. Las necesidades del beneficiario; y, 2. Las facultades del obligado, 
apreciadas en relación con sus ingresos ordinarios y extraordinarios 
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y a los recursos presuntivos que se puedan colegir de su forma de 
vida. 
Art. 136.- Subsidios y otros beneficios legales.- Además de la 
prestación de alimentos, el hijo o la hija tiene derecho a percibir:  
1. Los subsidios legales o convencionales por carga familiar que por 
su causa, correspondan al demandado; 
2. Una pensión de asistencia adicional por cada una de las 
remuneraciones adicionales que establezca la ley y que en ningún 
caso excederán del monto efectivo que perciba el obligado por cada 
una de ellas. Habrá derecho a pensiones adicionales aunque el 
demandado no trabaje bajo relación de dependencia. Cuando las 
remuneraciones adicionales tengan un monto variable según los 
ingresos del trabajador, o el obligado no trabaje bajo relación de 
dependencia, la 
pensión de asistencia adicional será igual al monto de la pensión 
fijada por el Juez; 
3. Percibir la parte de las utilidades legales del prestador de 
alimentos, por causa del hijo o hija beneficiarios; y,   
4. El 5% del fondo de cesantía a que tiene derecho el prestador por 
cada hijo o hija.  
Art. 137.- Fijación provisional de la prestación de alimentos.- En la 
audiencia de contestación y conciliación del juicio correspondiente, el 
Juez deberá fijar una pensión provisional de alimentos, teniendo en 
cuenta el acuerdo de las partes y, si no lo hubiere, en mérito del 
proceso. De la resolución que la fije podrá apelarse sólo en el efecto 
devolutivo, salvo que se limite a aprobar el acuerdo de las partes, en 
cuyo caso será inapelable. 
Art. 138.- Inejecutoriedad de la resolución que fija la prestación de 
alimentos.- La resolución que fija el monto y forma de la prestación 
de alimentos no causa ejecutoria. Por consiguiente, podrá revisarse 
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en cualquier tiempo, a petición de parte, para aumentarse o 
reducirse, si han cambiado las circunstancian que se tuvieron en 
cuenta al decretarla. 
 
Art. 139.- Ajuste y revisión de la pensión de prestación de alimentos.- 
Sin perjuicio del derecho de las partes para solicitar aumento y 
reducción de los alimentos, su monto se ajustará de manera 
automática, en el mismo porcentaje en que se aumente el salario 
básico unificado. 
Art. 140.- Obligación de los pagadores.- Si el obligado al pago de la 
prestación de alimentos goza de remuneración u honorarios 
periódicos como empleado, obrero, jubilado, retirado o cualquiera 
otra causa, la resolución que fije la pensión de alimentos se notificará 
al pagador o a quien haga sus veces, quien remitirá inmediatamente 
al pagador del respectivo juzgado la pensión decretada o la 
entregará a la persona autorizada por aquel. 
 
El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior hará 
solidariamente responsable al pagador o persona que hiciere sus 
veces del pago de la pensión o pensiones que correspondan, sin 
perjuicio de las demás sanciones que este Código establece. 
 
Art. 141.- Apremio personal.- En caso de no pago de dos o más 
pensiones de alimentos, el Juez ordenará, previa razón sentada por 
el actuario en base a la información constante en la tarjeta de pago 
respectiva, el apremio personal del obligado hasta por diez días. En 
los casos de reiteración este plazo se extenderá hasta por treinta 
días. En la misma resolución que ordene el arresto, el Juez podrá 
ordenar el allanamiento del lugar en el que se encuentre el deudor, 
siempre y cuando preceda declaración juramentada sobre el 
23 
ocultamiento del obligado por parte de quien solicita dicha medida. 
Pagada la totalidad de las pensiones adeudadas y los gastos 
causados por el apremio o el allanamiento, en su caso, el Juez 
dispondrá la libertad inmediata del obligado”. 
 
Lo dispuesto en los incisos anteriores también tendrá lugar cuando el obligado 
haya dejado de solucionar dos o más obligaciones cuyo pago directo asumió como 
prestación de alimentos y cuando por culpa de aquel el beneficiario haya dejado 
de percibir dos o más rentas, frutos u otra modalidad de pago en las que consista 
la prestación de alimentos fijada por el Juez. 
 
Si el monto adeudado corresponde a más de un año de pensiones de alimentos, la 
libertad procederá con el pago íntegro de lo adeudado "más los gastos de 
diligencia del apremio y el allanamiento, en su caso."5 
 
“Art. 142.- Prohibición de salida del país.- A petición de parte o 
cuando el caso lo amerite en la primera providencia de la demanda 
de alimentos el Juez decretará sin notificación previa al demandado, 
la prohibición de que el demandado se ausente del territorio nacional, 
la que se comunicará de inmediato a los funcionarios encargados de 
hacerla efectiva. Igual prohibición se extiende a aquellos que se 
encuentren en mora de la resolución judicial. 
 
Art. 143.- Medidas cautelares reales.- Para asegurar el pago de la 
prestación de alimentos, el Juez podrá decretar cualquiera de los 
apremios reales contemplados en el Código de Procedimiento Civil.  
 
 
5
 Nota: La Frase entre comillas Declarada Inconstitucional por Resolución del Tribunal Constitucional No. 
006 2004-Di, publicada en Registro Oficial 478 de 9 de Diciembre del 2004. 
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Art. 144.- Cesación de los apremios.- Los apremios y prohibición a 
los que se refieren los artículos anteriores podrán cesar si el obligado 
rinde garantía real o personal estimada suficiente por el Juez. En el 
caso de garantía personal, el garante o fiador estará sujeto a las 
mismas responsabilidades y podrá ser sometido a los mismos 
apremios que el deudor principal. 
 
Art. 145.- Inhabilidad por la mora.- El progenitor que se encuentre en 
mora en el pago de la prestación de alimentos no podrá solicitar que 
se le entregue la patria potestad del hijo o hija beneficiario. 
 
Art. 146.- Crédito privilegiado.- El crédito del hijo o hija por concepto 
de prestación económica de alimentos, tiene privilegio de primera 
clase y preferirá a cualquier otro crédito. 
 
Art. 147.- Extinción del derecho.- El derecho para reclamar y percibir 
alimentos se extingue por cualquiera de las siguientes causas: 
1. Por la muerte del titular del derecho; 
2. Por la muerte de todos los obligados al pago; 
3. Por haber cumplido dieciocho o veintiún años de edad el titular del 
derecho, según lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 128, 
con la salvedad expuesta en el numeral 3 del mismo artículo; 
4. Por haber desaparecido las condiciones físicas y mentales que 
justificaban los alimentos a favor del adulto; y,  
5. Por haberse comprobado conforme a derecho la falta de 
obligación del prestador, en razón de no existir la relación de 
parentesco que causo la fijación de la prestación. 
 
DEL DERECHO DE LA MUJER EMBARAZADA A ALIMENTOS  
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Art. 148.- Contenido.- La mujer embarazada tiene derecho, desde el 
momento de la concepción, a alimentos para la atención de sus 
necesidades de alimentación, salud, vestuario, vivienda, atención del 
parto, puerperio, y durante el período de lactancia por un tiempo de 
doce meses contados desde el nacimiento del hijo o hija; si la 
criatura muere en el vientre materno, o el niño o niña fallece luego 
del parto, la protección a la madre subsistirá hasta por un periodo no 
mayor a doce meses contados desde que se produjo la muerte fetal 
o del niño o niña. 
Art. 149.- Obligados a la prestación de alimentos.- Están obligados a 
la prestación de alimentos el padre del niño o niña, el presunto padre 
en el caso del artículo 131, y las demás personas indicadas en el 
artículo 129. 
Si la paternidad del demandado no se encuentra legalmente 
establecida, el Juez podrá decretar el pago de alimentos, provisional 
y definitiva, desde que en el proceso obren pruebas que aporten 
indicios precisos, suficientes y concordantes para llegar a una 
convicción sobre la paternidad o maternidad del demandado. 
Una vez producido el nacimiento, las partes podrán solicitar la 
práctica de las pruebas biológicas a que se refiere el artículo 131, 
con las consecuencias señaladas en el mismo artículo.  
Art. 150.- Normas aplicables.- En lo que respecta al orden de los 
obligados, criterios y formas de fijación de esta prestación, apremios, 
medidas cautelares, subsidios, competencia, procedimiento y más 
compatibles con la naturaleza de este derecho, se aplicarán a favor 
de la madre embarazada las normas sobre el derecho de alimentos 
en favor del hijo o hija”. 
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La Ley Orgánica 1 de 1996 del 15 de enero de 1996, DE PROTECCIÓN 
JURÍDICA DEL MENOR, DE MODIFICACIÓN PARCIAL DEL CODIGO CIVIL Y 
DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL ESPAÑOL6, dispone al respecto: 
 
“El artículo 149 del Código Civil, tendrá la siguiente redacción: 
 
El obligado a prestar alimentos podrá, a su elección, satisfacerlos, o 
pagando la pensión que se fije, o recibiendo y manteniendo en su 
propia casa al que tiene derecho a ellos. Esta elección no será 
posible en cuanto contradiga la situación de convivencia determinada 
para el alimentista por las normas aplicables o por resolución judicial. 
También podrá ser rechazada cuando concurra justa causa o 
perjudique el interés del alimentista menor de edad. 
 
Disposición final cuarta. 
El artículo 158 del Código Civil tendrá la siguiente redacción: «El 
Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cualquier pariente o 
del Ministerio Fiscal, dictará: 
1.º Las medidas convenientes para asegurar la prestación de 
alimentos y proveer a las futuras necesidades del hijo, en caso de 
incumplimiento de este deber, por sus padres. 
2.º Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos 
perturbaciones dañosas en los casos de cambio de titular de la 
potestad de guarda. 
3.º En general, las demás disposiciones que considere oportunas, a 
fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios. 
 
6Consultado Mayo de 2013. Disonible en 
http://www.gijon.eu/documentos/Departamentos/FMSS/Legislacion/Ley%20organica%20de%20proteccio
n%20juridica%20del%20menor.pdf 
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Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso 
civil o penal o bien en un procedimiento de jurisdicción voluntaria. 
 
Disposición final quinta. 
El artículo 172 del Código Civil queda redactado como sigue: 
«1. La entidad pública a la que, en el respectivo territorio, esté 
encomendada la protección de los menores, cuando constate que un 
menor se encuentra en situación de desamparo, tiene por ministerio 
de la Ley la tutela del mismo y deberá adoptar las medidas de 
protección necesarias para su guarda, poniéndolo en conocimiento 
del Ministerio Fiscal, y notificando en legal forma a los padres, tutores 
o guardadores, en un plazo de cuarenta y ocho horas. Siempre que 
sea posible, en el momento de la notificación se les informará de 
forma presencial y de modo claro y comprensible de las causas que 
dieron lugar a la intervención de la Administración y de los posibles 
efectos de la decisión adoptada. 
Se considera como situación de desamparo la que se produce de 
hecho a causa del incumplimiento, o del imposible o inadecuado 
ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes para 
la guarda de los menores, cuando éstos queden privados de la 
necesaria asistencia moral o material. 
La asunción de la tutela atribuida a la entidad pública lleva consigo la 
suspensión de la patria potestad o de la tutela ordinaria. No obstante, 
serán válidos los actos de contenido patrimonial que realicen los 
padres o tutores en representación del menor y que sean 
beneficiosos para él.  
2. Cuando los padres o tutores, por circunstancias graves, no puedan 
cuidar al menor, podrán solicitar de la entidad pública competente 
que ésta asuma su guarda durante el tiempo necesario. 
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La entrega de la guarda se hará constar por escrito dejando 
constancia de que los padres o tutores han sido informados de las 
responsabilidades que siguen manteniendo respecto del hijo, así 
como de la forma en que dicha guarda va a ejercerse por la 
Administración.  
Cualquier variación posterior de la forma de ejercicio será 
fundamentada y comunicada a aquéllos y al Ministerio Fiscal. 
Asimismo, se asumirá la guarda por la entidad pública cuando así lo 
acuerde el Juez en los casos en que legalmente proceda. 
3. La guarda asumida a solicitud de los padres o tutores o como 
función de la tutela por ministerio de la Ley, se realizará mediante el 
acogimiento familiar o el acogimiento residencial. El acogimiento 
familiar se ejercerá por la persona o personas que determine la 
entidad pública. El acogimiento residencial se ejercerá 
por el Director del centro donde sea acogido el menor. 
4. Se buscará siempre el interés del menor y se procurará, cuando 
no sea contrario a ese interés, su reinserción en la propia familia y 
que la guarda de los hermanos se confíe a una misma institución o 
persona. 
5. Si surgieren problemas graves de convivencia entre el menor y la 
persona o personas a quien hubiere sido confiado en guarda, aquél o 
persona interesada podrá solicitar la remoción de ésta.  
6. Las resoluciones que aprecien el desamparo y declaren la 
asunción de la tutela por ministerio de la Ley serán recurribles ante la 
jurisdicción civil sin necesidad de reclamación administrativa previa.” 
 
Disposición final sexta. 
 
El artículo 173 del Código Civil tendrá la siguiente redacción: 
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“1. El acogimiento familiar produce la plena participación del menor 
en la vida de familia e impone a quien lo recibe las obligaciones de 
velar por él, tenerlo en su compañía, alimentarlo, educarlo y 
procurarle una formación integral. Este acogimiento se podrá ejercer 
por la persona o personas que sustituyan al núcleo familiar del menor 
o por responsable del hogar funcional. 
2. El acogimiento se formalizará por escrito, con el consentimiento de 
la entidad pública, tenga o no la tutela o la guarda, de las personas 
que reciban al menor y de éste si tuviera doce años cumplidos. 
Cuando fueran conocidos los padres que no estuvieran privados de 
la patria potestad, o el tutor, será necesario también que presten o 
hayan prestado su consentimiento, salvo que se trate de un 
acogimiento familiar provisional a que hace referencia el apartado 3 
de este artículo. 
El documento de formalización del acogimiento familiar, a que se 
refiere el párrafo anterior, incluirá los siguientes extremos: 
1.º Los consentimientos necesarios. 
2.º Modalidad del acogimiento y duración prevista para el mismo. 
3.º Los derechos y deberes de cada una de las partes, y en 
particular: 
a) La periodicidad de las visitas por parte de la familia del menor 
acogido. 
b) El sistema de cobertura por parte de la entidad pública o de otros 
responsables civiles de los daños que sufra el menor o de los que 
pueda causar a terceros. 
c) La asunción de los gastos de manutención, educación y atención 
sanitaria. 
4.º El contenido del seguimiento que, en función de la finalidad del 
acogimiento, vaya a realizar la entidad pública, y el compromiso de 
colaboración de la familia acogedora al mismo. 
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5.º La compensación económica que, en su caso, vayan a recibir los 
acogedores. 
6.º Si los acogedores actúan con carácter profesionalizado o si el 
acogimiento se realiza en un hogar funcional, se señalará 
expresamente. 
7.º Informe de los servicios de atención a menores.  
 
Dicho documento se remitirá al Ministerio Fiscal. 3. Si los padres o el 
tutor no consienten o se oponen al mismo, el acogimiento sólo podrá 
ser acordado por el Juez, en interés del menor, conforme a los 
trámites de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La propuesta de la entidad 
pública contendrá los mismos extremos referidos en el número 
anterior.  
 
No obstante, la entidad pública podrá acordar en interés del menor, 
un acogimiento familiar provisional, que subsistirá hasta tanto se 
produzca resolución judicial. 
 
La entidad pública, una vez realizadas las diligencias oportunas, y 
concluido el expediente, deberá presentar la propuesta al Juez de 
manera inmediata y, en todo caso, en el plazo máximo de quince 
días. 
4. El acogimiento del menor cesará: 
1.º Por decisión judicial. 
2.º Por decisión de las personas que lo tienen acogido, previa 
comunicación de éstas a la 
entidad pública.  
3.º A petición del tutor o de los padres que tengan la patria potestad y 
reclamen su compañía. 
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4.º Por decisión de la entidad pública que tenga la tutela o guarda del 
menor, cuando lo considere necesario para salvaguardar el interés 
de éste oídos los acogedores. 
Será precisa resolución judicial de cesación cuando el acogimiento 
haya sido dispuesto por el Juez. 
5. Todas las actuaciones de formalización y cesación del acogimiento 
se practicarán con la obligada reserva.» 
Disposición final séptima. 
Se introduce en el Código Civil un nuevo artículo con el número 173 
bis, con la siguiente redacción: 
«Artículo 173 bis. 
El acogimiento familiar, podrá adoptar las siguientes modalidades 
atendiendo a su finalidad: 
1.º Acogimiento familiar simple, que tendrá carácter transitorio, bien 
porque de la situación del menor se prevea la reinserción de éste en 
su propia familia bien en tanto se adopte una medida de protección 
que revista un carácter más estable. 
2.º Acogimiento familiar permanente, cuando la edad u otras 
circunstancias del menor y su familia así lo aconsejen y así lo 
informen los servicios de atención al menor. En tal supuesto, la 
entidad pública podrá solicitar del Juez que atribuya a los acogedores 
aquellas facultades de la tutela que faciliten el desempeño de sus 
responsabilidades, atendiendo en todo caso al interés superior del 
menor. 
3.º Acogimiento familiar preadoptivo, que se formalizará por la 
entidad pública cuando ésta eleve la propuesta de adopción del 
menor, informada por los servicios de atención al menor, ante la 
autoridad judicial, siempre que los acogedores reúnan los requisitos 
necesarios para adoptar, hayan sido seleccionados y hayan prestado 
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ante la entidad pública su consentimiento a la adopción, y se 
encuentre el menor en situación jurídica adecuada para su adopción. 
La entidad pública podrá formalizar, asimismo, un acogimiento 
familiar preadoptivo cuando considere, con anterioridad a la 
presentación de la propuesta de adopción, que fuera necesario 
establecer un período de adaptación del menor a la familia. Este 
período será lo más breve posible y, en todo caso, no podrá exceder 
del plazo de un año.» 
Disposición final octava. 
 
El artículo 174.2 del Código Civil queda redactado como sigue: 
 
«2. A tal fin, la entidad pública le dará noticia inmediata de los nuevos 
ingresos de menores y le remitirá copia de las resoluciones 
administrativas y de los escritos de formalización relativos a la 
constitución, variación y cesación de las tutelas, guardas y 
acogimientos. Igualmente le dará cuenta de cualquier novedad de 
interés en las circunstancias del menor. 
El Fiscal habrá de comprobar, al menos semestralmente, la situación 
del menor, y promoverá ante el Juez las medidas de protección que 
estime necesarias”7. 
 
El Código de la Niñez y la Adolescencia Argentino, Ley 17.823 preceptúa al 
respecto:  
 
 
7
 Consultado Mayo de 2013. Disonible en 
http://www.gijon.eu/documentos/Departamentos/FMSS/Legislacion/Ley%20organica%20de%20proteccio
n%20juridica%20del%20menor.pdf 
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 “DE LOS ALIMENTOS 
ARTICULO 45°. (Concepto de deber de asistencia familiar).- El deber 
de asistencia familiar está constituido por los deberes y obligaciones 
a cargo de los integrantes de la familia u otros legalmente asimilados 
a ellos, cuya finalidad es la protección material y moral de los 
miembros de la misma. 
Bajo la denominación de alimentos, se alude en este Código a la 
asistencia material. 
ARTICULO 46°. (Concepto de alimentos).- Los alimentos están 
constituidos por las prestaciones monetarias o en especie que sean 
bastantes para satisfacer, según las circunstancias particulares de 
cada caso, las necesidades relativas al sustento, habitación, 
vestimenta, salud y los gastos necesarios para adquirir una profesión 
u oficio, educación, cultura y recreación. 
También se consideran alimentos los gastos de atención de la madre 
durante el embarazo, desde la concepción hasta la etapa del 
posparto. 
Las prestaciones deberán ser proporcionales a las posibilidades 
económicas de los obligados ya las necesidades de los beneficiarios. 
ARTICULO 47°. (Forma de prestación de los alimentos).- Las 
prestaciones alimentarias serán servidas en dinero o en especie, o 
de ambas formas, en atención a las circunstancias de cada caso. 
Todas las prestaciones se servirán en forma periódica y anticipada. 
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El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la persona que 
administre la pensión alimenticia, rendición de cuentas sobre los 
gastos efectuados para los beneficiarios. 
El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la solicitud de 
rendición de cuentas. 
ARTICULO 48°. (De la vigencia de la prestación alimentaria).- La 
prestación alimentaria se debe desde la interposición de la demanda. 
Tratándose de aumento o reducción de la prestación, la misma 
surtirá efecto desde la interposición de la demanda, salvo que el 
Juez, apreciando las circunstancias del caso, disponga que se 
aplique desde que la sentencia quede ejecutoriada. 
La convenida extrajudicialmente, se debe desde la fecha pactada. 
ARTICULO 49°. (Alimentos provisionales).- El Juez al proveer sobre 
la demanda, y atendidas las circunstancias invocadas, fijará 
alimentos provisionales. 
ARTICULO 50°. (Beneficiarios de la obligación alimentaria).- Son 
acreedores de la obligación alimentaria los niños y adolescentes así 
como los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno que no 
dispongan -en el último caso- demedios de vida propios y suficientes 
para su congrua y decente sustentación. 
ARTICULO 51°. (Personas obligadas a prestar alimentos y orden de 
preferencia).- Los alimentos se prestarán por los padres o, en su 
caso, por el o los adoptantes. Para el caso de imposibilidad o 
insuficiencia del servicio pensionario, se prestarán subsidiariamente 
de acuerdo al siguiente orden: 
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1) Los ascendientes más próximos, con preferencia los del progenitor 
obligado. 
2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en cuanto conviva con el 
beneficiario. 
3) El concubino o la concubina, en relación al o los hijos del otro 
integrante de la pareja, que no son fruto de esa relación, si conviven 
todos juntos conformando una familia de hecho. 
4) Los hermanos legítimos o naturales, con preferencia los de doble 
vínculo sobre los de vínculo simple. 
En los casos previstos en los numerales 1) y 4 ), si concurrieren 
varias personas en el mismo orden, la obligación será divisible y 
proporcional a la posibilidad de cada obligado. 
ARTICULO 52°. (Caracteres de la obligación alimentaria).- 
1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. El derecho de pedir alimentos 
no puede trasmitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni 
venderse o cederse de modo alguno. 
2) Inembargabilidad e incompensabilidad. Las pensiones alimenticias 
no son embargables. 
El deudor de alimentos no puede oponer al demandante, en 
compensación, lo que el demandante le deba, excepto que lo 
adeudado refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio. 
3) Imprescriptibilidad. 
El derecho a pedir alimentos es imprescriptible. 
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ARTICULO 53°. (Pensiones alimenticias atrasadas).- No obstante lo 
dispuesto en los artículos precedentes, las pensiones alimenticias 
atrasadas podrán renunciarse, y el derecho a demandarlas, podrá 
trasmitirse por causa de muerte. 
ARTICULO 54°. (Transacción sobre alimentos futuros).- La 
transacción sobre alimentos futuros no surtirá efectos sino después 
de ser aprobada judicialmente. 
ARTICULO 55°. (Modificación de la obligación alimentaria).- Los 
alimentos podrán ser objeto de aumento o de reducción, si se 
modifica la situación económica del deudor o las necesidades del 
acreedor. Se tramitarán por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 
ARTICULO 56°. (Extinción de la obligación alimentaria).- La 
obligación de alimentos se extingue y su cese debe ser judicialmente 
decretado en los siguientes casos: 
1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos establecidos en el 
artículo 50. 
2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de servirlos. 
3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de la asignación 
forzosa que grava la masa de la herencia. 
4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la obligación se 
extiende a los gastos funerarios, siempre que no puedan cubrirse de 
otra manera. 
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En el caso previsto en el numeral 1) cuando se trate de un 
beneficiario que cumpla veintiún años de edad, bastará que el 
alimentante se presente ante el Juez Letrado de Familia que intervino 
en la fijación de alimentos solicitando el cese de la pensión, 
agregando la partida de nacimiento del beneficiario, y 
sustanciándose con traslado a la contraparte por el plazo perentorio 
de veinte días. 
Transcurrido el plazo sin que se evacuare el traslado, se decretará el 
cese de la pensión alimenticia, notificando a la otra parte. 
Si se dedujere oposición se tramitará por el procedimiento 
establecido en los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 
Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán por el 
procedimiento establecido en los artículos 346 y 347 del Código 
General del Proceso. 
ARTICULO 57°. (Omisión injustificada de los alimentos).- Cuando el 
obligado judicialmente a servir alimentos de acuerdo a las 
disposiciones de este Código que, habiendo sido intimado 
judicialmente, omitiera prestarlos sin causa justificada, el Juez de 
Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal que 
corresponda, a los efectos previstos por el artículo 279 A. del Código 
Penal. 
El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al Juez de Familia las 
resultancias de las actuaciones llevadas a cabo por dicha sede. 
ARTICULO 58°. (Concepto de ingresos).- A los efectos de este 
Código, se entiende por sueldo o haberes, todo ingreso de cualquier 
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naturaleza, periódico o no, que se origine en la relación laboral, 
arrendamiento de obras o de servicios o derive de la seguridad 
social. No se computarán por ingresos, a los efectos de la pensión 
alimenticia, lo que perciba el obligado a la prestación por concepto de 
viáticos sujetos a rendición de cuentas. Cuando los viáticos no estén 
sujetos a rendición de cuentas se computarán a efectos de la 
pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por ciento ). 
Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso anterior, los ingresos 
provenientes de retiros periódicos por concepto de utilidades, 
beneficios o ganancias, cobro de intereses o dividendos. En general, 
todo lo que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o su capital. 
ARTICULO 59°. (Límite de la retención por alimentos).- Podrá 
retenerse mensualmente hasta un 50% (cincuenta por ciento) de los 
ingresos cuando así lo justifique el número de hijos y las necesidades 
de los mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y será 
apelable sin efecto suspensivo. 
ARTICULO 60°. (Medidas asegurativas de la prestación 
alimentaria).- En el caso de prestar el alimentante servicios 
retribuidos por particulares o empresas, éstas tendrán la obligación 
de informar a la Sede que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos 
de aquél dentro del plazo de quince días de recibido el oficio por el 
que se le reclama. El incumplimiento de esta obligación hará pasibles 
a los particulares o empresas a la condena en astreintes. La 
obligación de informar existe aún cuando el alimentante no integre 
los cuadros funcionales o planilla de trabajo, pero tuviese con la 
empresa o particular cualquier relación patrimonial o beneficio 
económico. Cuando el alimentante prestase servicios retribuidos por 
particulares o empresas y se negare a cumplir la obligación de 
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alimentos, se ordenará a aquellos que efectúen la retención 
correspondiente a los sueldos o haberes respectivos. 
Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, bastará la 
orden librada por oficio al habilitado en la oficina en que preste 
servicios el alimentante, y la empresa o el patrón responderán 
personal, solidaria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no 
cumplieran la orden recibida. 
ARTICULO 61°. (Obstáculos al cumplimiento de la obligación 
alimentaria).- El empleador o empresario que intencional mente 
ocultare, total o parcialmente los ingresos, sueldos o haberes del 
obligado, será considerado incurso en el delito de estafa. 
En el mismo delito incurrirá todo aquel que obstaculizare o impidiere 
el correcto servicio de la obligación alimentaria dispuesta 
judicialmente, o simulare créditos contra el obligado, o de cualquier 
manera colaborare intencional y fraudulentamente, en la reducción 
del patrimonio efectivo del alimentante. 
El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo 
Penal que corresponda. 
ARTICULO 62°. (Prohibición al alimentante de ausentarse del país 
sin dejar garantías suficientes).- Iniciado el juicio de alimentos, el 
demandado no podrá ausentarse del país sin dejar garantías 
suficientes, siempre que así lo solicitare el actor. 
ARTICULO 63°. (Procedimiento).- El proceso de alimentos se rige 
por las normas previstas para el proceso extraordinario en el Código 
General del Proceso (artículos 346 y 347, numeral 2) del artículo 349 
y artículo 350 del Código General del Proceso). 
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ARTICULO 64°. (Competencia).- El Juez competente para conocer 
en el juicio por alimentos, es el del domicilio del niño o adolescente o 
el del demandado, a elección del actor”8. 
De los extractos de leyes de infancia y adolescente anteriores se puede sintetizar 
que aquellos países se ocupan de las obligaciones alimentarias de los niños, niñas 
y adolescentes, pero ninguno trae consigo una medida como la de las centrales de 
riesgos que contempla nuestra legislación, solo Ecuador y Argentina se 
contemplan el impedimento de salir del país así como Colombia para quien 
incumple con la cuota alimentaria.   
 
8Consultado Mayo de 2013. Disponible.  http://archivo.presidencia.gub.uy/ley/2004090801.htm 
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7.2. MARCO TEÓRICO 
 
La autorización que el artículo 129, inciso sexto del Código de la Infancia y la 
Adolescencia da al juez de Familia que es el llamado para conocer de un proceso 
de alimentos para menores de edad o en su defecto al Juez Civil Municipal o 
Promiscuo Municipal del lugar donde reside el menor, para reportar a la persona 
que incurre en mora en el pago de la cuota alimentaria, fue puesta en el 
ordenamiento, con el ánimo de cumplir con los objetivos y finalidad del mismo 
Código y bajo el principio del Interés superior del niño, niña y adolescente. El 
reporte en las centrales de riesgo para actividades mercantiles y financieras, data  
de tiempo atrás y para los efectos de tener una base de datos o un banco de datos 
en el que se indicara el comportamiento sea positivo o negativo de personas 
determinadas. 
En concepto No. 0027 rendido por la Superintendencia Bancaria se señala lo 
siguiente: 
 “I. Central de Riesgos 
Es necesario aclarar que en Colombia debe diferenciarse entre la 
Central de Riesgos de la Superintendencia Bancaria y las Centrales de 
Información Financiera, como sociedades de derecho privado, 
encargadas de proveer a diario información actualizada sobre la historia 
crediticia y comercial de las personas y empresas radicadas en 
Colombia, alguna de cuya información es tomada de la central de 
riesgos del ente supervisor, en virtud de contratos de (…).9 
 
9
 Consultado junio de 2013. Disponible en 
http://www.superfinanciera.gov.co/Normativa/doctrinas1999/centralriesgossuper0027.htm 
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Central de Riesgos - Superintendencia Bancaria 
Fundamento legal 
Con el Decreto 2042 de 1987 se creó la Sección Central de Riesgos como 
una dependencia adscrita a la División de Estadística de la Superintendencia 
Bancaria, cuya función primordial es recibir y consolidar la información 
relacionada con el reporte de endeudamiento de clientes por parte de las 
entidades vigiladas, según la Resolución 2053 de 1989, que ordena la 
clasificación y calificación de las operaciones activas de crédito por parte de 
las entidades vigiladas. 
Visión 
Ser una unidad de la Superintendencia Bancaria especializada en la 
administración integral del riesgo, que sirva de apoyo a la organización en el 
cumplimiento de su función de inspección, vigilancia y control. Hoy es un 
soporte de los grupos de supervisión, como quiera que contribuye en la 
verificación de la información levantada en visitas con la suministrada por las 
entidades a la Superintendencia. 
Misión 
Desarrollar productos que midan de manera consistente y cuantitativa los 
riesgos potenciales asumidos por cada entidad vigilada, proporcionando 
elementos complementarios de diagnóstico a las divisiones de inspección y 
análisis financiero y contable de la entidad. 
Establecer un modelo a través del cual combine los riesgos a los que está 
expuesto un intermediario financiero o asegurador en un período 
determinado, de tal forma que se puedan prevenir situaciones futuras que 
afecten la confianza del público. 
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Ser una alternativa adicional e innovadora de supervisión bancaria moderna. 
Funciones 
1. Recibir, validar y consolidar el reporte de endeudamiento de clientes 
de las entidades del sistema financiero y asegurador. 
2. Producir el Informe de las Operaciones Activas de Crédito, por 
departamento y por sector económico, para los establecimientos de 
crédito y las entidades del sector asegurador y de servicios financieros. 
3. Realizar la generación de los coeficientes de riesgo para la 
evaluación de la cartera de créditos, los cuales son utilizados por la 
Oficina de Estudios Económicos para el cálculo del CAMEL y por la 
Delegatura de Bancos y Corporaciones para el establecimiento de 
provisiones adicionales. 
4. Brindar soporte técnico a nivel interno y externo sobre aspectos 
relacionados con el diligenciamiento de los formatos del informe de 
endeudamiento, interpretación de normas sobre clasificación, 
calificación de cartera, constitución de provisiones, etc. 
5. Efectuar un seguimiento permanente a la información relacionada 
con las operaciones activas de crédito, sus respectivas provisiones y los 
coeficientes de riesgo del sector financiero, asegurador y de servicios 
financieros. 
6. Controlar la recepción oportuna del informe sobre evaluación de 
Operaciones Activas de Crédito de las entidades vigiladas e informar a 
las Delegaturas correspondientes su incumplimiento, para la 
elaboración de los requerimientos respectivos. 
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7. Efectuar contactos con entidades externas que generan la 
información necesaria para validar las bases de datos que administra y 
establecer los convenios pertinentes para garantizar su continua 
actualización. 
8. Definir los procedimientos de validación para ser implementados por 
la división de informática. 
9. Revisar la efectividad del procesamiento de información cuando se 
efectúan interfaces con las diferentes bases de datos de la 
Superintendencia Bancaria y así comprobar la veracidad de los 
resultados generados. 
10. Desarrollar bajo la coordinación de la Secretaría de Desarrollo y las 
áreas involucradas, los instructivos, formatos y Circulares tendientes a 
adecuar el envío de la información sobre composición accionaria, 
límites individuales de crédito, grupos económicos, castigo de activos, 
informe individual de endeudamiento de acuerdo con las necesidades 
de medición, control y manejo de los grandes riesgos que asumen las 
instituciones financieras. 
11. Recibir y alimentar la base de datos que contiene la información 
suministrada por las entidades vigiladas respecto de sus castigos de 
cartera de activos y cuentas por cobrar. 
12. Administrar las bases de datos sobre Operaciones Activas de 
Crédito, castigo de cartera, sociedades en concordato, principales 
deudores del sistema financiero y asegurador, deudores 
reestructurados, por sector económico y ubicación geográfica y, en 
general, toda aquella información que pueda implicar grandes riesgos 
para los establecimientos de crédito. 
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13. Producir el informe sobre Riesgos Potenciales de las Operaciones 
Activas de Crédito para los establecimientos de crédito, cuyos objetivos 
son identificar los créditos problemáticos, procedimientos y prácticas 
imprudentes e inseguras, operaciones en mora, créditos 
reestructurados, situaciones de concentración de créditos y operaciones 
celebradas entre sociedades pertenecientes a un mismo grupo 
económico. 
14. Elaborar el informe sobre el nivel de concentración de las 
Operaciones Activas de Crédito para cada entidad, detallando los 
deudores que se encuentran en riesgo en cada una de ellas. 
15. En coordinación y siguiendo instrucciones de la Secretaría de 
Desarrollo, adelantar convenios de intercambio de información crediticia 
con las Centrales de Información del país tales como la CIFIN de la 
Asociación Bancaria, Covidata y Datacrédito. 
16. Consultar a las Centrales de Información el registro del 
comportamiento crediticio individual de las personas naturales o 
jurídicas requeridas en las solicitudes presentadas por las diferentes 
dependencias de la Superintendencia Bancaria, del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, otras Superintendencias, juzgados, 
fiscalías del país, etc. 
17. Apoyar las funciones de la Unidad Especial de Prevención de 
Lavado de Activos, en lo relacionado con el nivel de endeudamiento de 
las personas naturales y jurídicas sujetas a investigación. 
18. Prestar soporte técnico a nivel internacional con fundamento en la 
experiencia propia en el manejo de la Central de Riesgos. 
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19. Participar activamente en las actividades de capacitación para los 
nuevos funcionarios de inspección. 
20. Servir de apoyo a las Delegaturas para Intermediación Financiera y 
a sus respectivas Divisiones de Inspección y de Análisis Financiero y 
Contable, mediante el suministro de los diferentes informes que a nivel 
de entidad produce la Central de Riesgos y, en particular, el informe 
sobre nivel de concentración y riesgo de las Operaciones Activas de 
Crédito. 
La información que administra, su origen, la periodicidad con que se 
actualiza y su validación 
En desarrollo de sus funciones, la Central de Riesgos trimestralmente recibe, 
valida y consolida el reporte de endeudamiento de clientes de las entidades 
del sistema financiero y asegurador (Circular Externa 23 de 1995 – hoy, 
capítulo II de la Circular Externa 100 de 1995, la cual se anexa juntamente 
con sus formatos e instructivos), con base en el cual produce el Informe de 
las Operaciones Activas de Crédito, el principal activo de los 
establecimientos de crédito (70% del total de sus activos en promedio). 
El reporte de endeudamiento de clientes suministrado por las entidades 
vigiladas a la Superintendencia es validado en primera instancia en su parte 
de estructura. Si la validación de estructura es exitosa, se procede a efectuar 
la validación de las cifras presentadas, con relación a las registradas en los 
estados financieros de la entidad correspondiente. 
Centrales de Información Financiera 
Con relación a las Centrales de Información Financiera, a 
continuación se presentan sus aspectos más relevantes: 
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Definición 
Son sociedades especializadas en el manejo de información 
sistematizada que de manera centralizada y de acuerdo a 
criterios únicos y preestablecidos proporcionan a las entidades 
vigiladas los datos sobre el comportamiento crediticio de los 
clientes del sector financiero. 
La fuente de la información de estas sociedades la constituye 
de una parte sus entidades afiliadas y, de otra, el reporte de 
endeudamiento que las entidades vigiladas por la 
Superintendencia Bancaria le remiten a ésta, la cual es 
presentada en el producto “Endeudamiento Global”10. 
Acceso a la información incluida en la base de datos 
Toda persona tiene derecho a conocer la totalidad de los datos que sobre 
ella versen y que se encuentren recopilados en las diferentes Centrales de 
Información que existen en Colombia (CIFIN de la Asociación Bancaria, 
DATACREDITO y COVIDATA). 
Tales consultas pueden efectuarse personalmente o a través de carta, pero 
en todo caso se deberá acreditar la identidad del solicitante. 
Consentimiento para consulta y reporte 
La Corte Constitucional ha considerado que los datos crediticios de una 
persona, en tanto conciernen a ella, solo pueden circular si ésta así lo ha 
autorizado. Esto significa que los datos sobre la forma como una persona 
 
10
 Consultado junio de 2013. Disponible en 
http://www.superfinanciera.gov.co/Normativa/doctrinas1999/centralriesgossuper0027.htm 
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atiende sus obligaciones crediticias no pueden ponerse en conocimiento del 
público si ésta no lo ha autorizado, pues de hacerse así se vulneraría el 
derecho que constitucionalmente se le ha reconocido a su buen nombre. 
El derecho que tienen los particulares a que la información sobre su 
conducta crediticia solo circule en tanto lo hayan autorizado, debe ceder en 
los casos en que una autoridad de vigilancia y control en ejercicio de su 
función pública requiera de la misma para el adecuado cumplimiento de sus 
deberes constitucionales o legales. 
Caducidades 
Los términos a continuación reseñados fueron establecidos por la Corte 
Constitucional de Colombia. No obstante, con la ley de reforma financiera 
recientemente aprobada por el Congreso de la República estos términos 
fueron modificados en los términos transcritos, así: 
CIRCUNSTANCIA CADUCIDAD 
PAGO VOLUNTARIO. Mora de 1 a 
11 meses, sin incurrir en mora en 
otras obligaciones durante el tiempo 
de caducidad 
El doble de la 
mora 
PAGO VOLUNTARIO. Mora de 12 
meses o más, sin incurrir en mora en 
otras obligaciones durante el tiempo 
de caducidad 
2 años 
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PAGO POR PROCESO 
EJECUTIVO, sin incurrir en mora en 
otras obligaciones durante el tiempo 
de la caducidad  
5 años 
PAGO CON LA SOLA 
NOTIFICACION DEL MANDA-
MIENTO DE PAGO 
2 años 
PRESCRIPCION NO HABIENDO 
PAGO 
No tiene 
caducidad 
CANCELACION POR MAL 
MANEJO. Cancelación de Cuenta 
Corriente 
5 años 
Lo anterior siempre y cuando en su transcurso no se incurra en mora de otra 
obligación. Caso en el cual el término empieza a contar a partir de que todas 
las obligaciones se encuentren satisfechas. 
(...). 
Productos y mercado 
Si bien los productos de las tres Centrales de Información existentes en 
Colombia difieren tanto en su diversidad como en su presentación, en 
términos generales los siguientes son los productos puestos a disposición de 
sus usuarios: 
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PRODUCTO 
Cuenta corriente 
Tarjeta de crédito 
Cartera total 
Endeudamiento global. 
Detallado 
 
MERCADO 
Sector financiero y/o 
vigilado por la 
Superintendencia 
Bancaria 
Sector cooperativo 
Comercial 
Industrial 
Servicios 
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Validación 
Las Centrales de Información Financiera para dar ingreso a la información 
crediticia realizan una validación del número y del nombre del deudor. Si los 
datos reportados no coinciden con los registrados en su base de datos por lo 
menos en un 70%, éstas no efectúan la actualización en el reporte 
correspondiente. 
Rectificación de la información 
Las centrales de información han establecido un procedimiento para la 
corrección de la información, el cual establece que le corresponde a la 
entidad vigilada reportante presentar directamente ante ellas las 
rectificaciones a que haya lugar (cambios en clasificaciones, calificaciones, 
etc.) a través de formatos establecidos por las centrales de información y con 
el cumplimiento de firmas autorizadas para el efecto. 
En la página web de Cultura E, un programa promovido y financiado por la 
Alcaldía de Medellín, se señala lo siguiente: 
“Las centrales de riesgos en Colombia. Una central de riesgos 
es una entidad especializada en el almacenamiento de datos 
acerca de las obligaciones de las personas. Son populares y 
reconocidas centrales de riesgo como Datacrédito y 
Procrédito11. No obstante, una central de riesgos no solamente 
se especializa en registrar situaciones de incumplimiento, sino 
también en mantener una historia de quien paga 
oportunamente sus obligaciones. 
 
11
 http://www.culturaemedellin.gov.co/sites/culturae/Cluster/Noticias/Paginas/centrales_080208.aspx 
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Como se mencionó anteriormente, Datacrédito es una de las 
centrales de riesgo más importantes del país que se encarga de 
administrar información financiera crediticia, comercial y de 
servicios, relativa a la forma cómo las personas y las 
compañías han cumplido con sus obligaciones de crédito. 
Datacrédito es una unidad estratégica de negocios desarrollada 
por Computec S.A., sociedad anónima sujeta a la 
Superintendencia Financiera. 
  
Por su parte, Procrédito es una central de riesgo adscrita a 
Fenalco. A esta pueden acceder todos los comerciantes 
usuarios de esta entidad. Se registran en Procrédito quienes 
incumplan con obligaciones comerciales, por ejemplo, cuando 
un cliente abre un crédito o una cuenta corriente y no paga sus 
deudas”. 
 
Sobre los operadores de información financiera, la página web del Grupo 
Bancolombia señala lo siguiente:  
 
Operadores de Información Financiera12 
Con el propósito de mantener informados a nuestros clientes sobre el 
manejo de la información contenida en bases de datos personales y el 
funcionamiento de los operadores de información, aspectos que se 
 
12
 
http://www.grupobancolombia.com/personal/corporativo/servicioCliente/centralesInformacionFinanciera/i
ndex.asp?opcion=op1
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encuentran regulados por  la Ley 1266 de 2008, sus Decretos 
Reglamentarios 1727 de 2009 y 2952 de 2010; y las Circulares Externas 023 
y 033 de 2004 de la Superintendencia Bancaria de Colombia, hoy 
Superintendencia Financiera de Colombia, presentamos la siguiente 
información. 
¿Qué son los operadores de información? 
Los operadores de información son entidades independientes al Banco, que 
se especializan en el almacenamiento de datos, principalmente socio-
demográficos y financieros, los cuales se consolidan para ser consultados 
por sus suscriptores. 
¿Con cuáles centrales de información tiene convenio el Banco? 
En la actualidad Bancolombia reporta y consulta información en las centrales 
CIFIN y Datacrédito. 
¿Qué información se encuentra en un operador de información? 
Se encuentran datos socio-demográficos que facilitan la identificación de los 
clientes e información, tanto positiva como negativa, sobre el 
comportamiento de pago de las obligaciones contraídas por las personas 
naturales y jurídicas. Los operadores de información  registran no sólo las 
situaciones de incumplimiento, sino la historia crediticia de todas las 
personas que atienden oportunamente sus obligaciones con los sectores 
financiero, real y de servicios. 
¿Cómo y cuándo llega la información de un cliente a un operador  de 
información y quién puede consultarla? 
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Los operadores de información reciben la información de todas las entidades 
con las que suscriben un convenio para tal fin, principalmente instituciones 
financieras, empresas de telecomunicaciones y del sector real. Para la 
transmisión de la información se utilizan estrictos procesos de seguridad 
informática, que garantizan el manejo cuidadoso de la información de los 
clientes. 
El reporte de información se realiza con diferentes periodicidades. Hay 
reportes trimestrales, mensuales y semanales con el fin de garantizar que la 
información reflejada sea veraz, completa, exacta, actualizada, comprobable 
y comprensible.   
¿Qué requisitos se deben cumplir para poder reportar la información de 
un cliente ante un operador de información? 
El reporte de información negativa ante los operadores de información sólo 
procederá si previamente se ha remitido al titular de la información una 
comunicación con el fin de que este pueda demostrar o efectuar el pago; o 
controvertir los datos que serán reportados.  
Igualmente, se requiere la autorización del titular de la información para 
efectuar el reporte. Esta autorización generalmente hace parte de la 
documentación que se diligencia cuando la persona se vincula como cliente 
al Banco, se solicitan productos o servicios  o se realiza la actualización de 
información. 
¿Para qué utiliza el Banco la información que reposa en  el operador? 
La información suministrada por los operadores de información permite a 
Bancolombia conocer la forma como el cliente ha atendido los créditos y 
servicios adquiridos en otras empresas e instituciones financieras; estos 
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datos son un elemento que se considera en el análisis de crédito, pero no se 
constituye como el factor único y determinante en dicho proceso. 
¿En qué beneficia a un cliente el reporte de su información a un 
operador de información? 
El cliente se beneficia en la medida en que existe un registro de su historial 
crediticio, el cual es un factor que se tiene en consideración al momento en 
que el cliente solicita un producto o un servicio.  
¿Cuánto tiempo permanece la información de un cliente en la central? 
La información de carácter positivo permanecerá de manera indefinida en los 
bancos de datos manejados por los operadores de información. 
La información de carácter negativo se regirá por un término máximo de 
permanencia, así: i) para las obligaciones en las cuales la mora haya 
superado el término de dos años, la información negativa deberá 
permanecer por un término de 4 años contados desde el día en que fue 
cancelado el saldo vencido ii) para las obligaciones en las cuales la mora no 
haya superado el término de dos años, la información negativa deberá 
permanecer por un término igual al doble de la mora, contado desde el día 
en que fue cancelado el saldo vencido iii) en el caso de obligaciones en las 
cuales el saldo vencido nunca es cancelado, el dato negativo permanecerá 
reportado por un término de 14 años contado desde el día del vencimiento 
de la obligación.  
¿Qué pasa si un cliente no está de acuerdo con la información que es 
reflejada por el operador de información? 
Cuando un cliente del Banco considera que la información reportada no 
corresponde a la realidad, puede solicitar a Bancolombia que se revise su 
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caso por cualquiera de los medios que ha diseñado el Banco para tal fin tales 
como la través de la Sucursal Virtual www.grupobancolombia.com, la 
Sucursal Telefónica o la red de oficinas. Igualmente, puede presentar el 
reclamo de manera directa ante el operador de información.  
En ambos casos, el reporte deberá incluir la leyenda “reclamo en trámite”, 
con el fin de que los usuarios de la información reportada conozcan que 
dicho reporte está siendo objeto de revisión. 
Se tiene, entonces de lo anterior, que en Colombia existen Centrales de Riesgos 
de la Superintendencia Bancaria y Centrales de Información financiera, como 
sociedades de derecho privado que proveen a diario información sobre la historia 
crediticia y comercial de las personas tanto naturales como jurídicas radicadas en 
Colombia y que existen también unas pautas a seguir respecto de las centrales de 
riesgo y leyes que regulan las mismas.   
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7.3. MARCO JURÍDICO 
 
Con respecto al respecto del reporte en las centrales de riesgos, se encuentra que 
para los morosos en suministrar alimentos,  lo dispuesto en el artículo 129 inciso 
sexto de la Ley 1098 de 2006, que se intentó demanda de inconstitucionalidad en 
su contra, la cual fue resuelta mediante sentencia C-740 de 2008, en el que la 
Honorable Corte Constitucional se abstuvo de entrar en el análisis de fondo del 
asunto, por cuanto el demandante no expresó las razones de la violación respecto 
de los artículos 13, 15, 28 y 29 de la Constitución Política Colombiana. 
La Constitución Política de Colombia de 1991, trajo consigo la viabilidad de tener 
bases de datos y el deber correlativo de proteger los derechos fundamentales de 
todos los ciudadanos.  
El artículo 15 de la Constitución Política señala: 
“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar 
y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos 
respetar.  De igual modo, tienen derecho a reconocer, actualizar y 
rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en 
bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.  
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se 
respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la 
Constitución. …” 
Haciendo una interpretación sistemática, la constitución política también 
hace referencia en su artículo 20: 
“Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir 
su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información 
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veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de 
comunicación” subrayado por fuera del texto. 
Por su parte, el artículo 335 ibidem, señala: 
“Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada 
con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a 
los que se refiere el literal d) del numeral 19 del artículo 150 son de interés 
público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme 
a la Ley, la cual regulará la forma de intervención del gobierno en estas 
materias y promoverá la democratización del crédito”. 
 
7.4. MARCO CONCEPTUAL 
 
Para tener un marco conceptual adaptado a la realidad, se debe  tener en cuenta 
en qué consiste ser reportado en las centrales de riesgo y los efectos que ello trae 
en la persona reportada. 
Central de riesgo: Es entidad especializada en almacenamiento de datos acerca 
de las obligaciones de las personas que no solamente se especializa en registra el 
incumplimiento sino en mantener la historia crediticia de quien paga las 
obligaciones. 
En qué consiste estar reportado en una central de riesgos?: Estar reportado 
en una central de riesgo es pertenecer  a una lista o banco de datos que se pone a 
disposición de todas las personas a efectos de verificar el manejo financiero o 
comercial del ciudadano reportado, ya sea de carácter positivo o negativo y que 
permite establecer la viabilidad de entablar determinados negocios.  La 
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información que se obtenga de estas bases de datos es determinante para las 
entidades financieras y otros.   
 
7.5. DISEÑO METOLOGICO 
 
7.5.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
Explorativo 
 
7.5.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN: 
Análisis y síntesis 
 
7.5.3. NÁLISIS Y FUENTES DE INFORMACIÓN 
 
INFORMACION SECUNDARIA 
Estadísticas de: Medicina legal  
Fiscalía general de la nación 
Investigaciones periodísticas 
Jurisprudencias  
 
INFORMACION PRIMARIA 
Ley 1257 de 2008 
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Grupos focales:  
Entrevistas a: 
Comisarios de familia 
Fiscales 
Jueces de familia. 
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CAPITULO II 
CONSECUENCIAS PERSONALES Y JURÍDICAS DE SER REPORTADO EN 
UNA CENTRAL DE RIESGOS. 
 
Mucho se ha dicho respecto de las consecuencias tanto personales y jurídicas de 
ser reportado en centrales de riesgos y bases de datos, de ahí que el legislador 
tuvo la necesidad de crear la Ley Estatutaria de Estatutaria No.1266 de 2008, 
promulgada el 31 de diciembre de 2008, comúnmente conocida como Ley de 
Habeas Data, que fue creada según su objeto, numeral 1 para lo siguiente: 
“ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto desarrollar el derecho 
constitucional que tienen todas las personas a conocer, actualizar y rectificar las 
informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos, y los demás 
derechos, libertades y garantías constitucionales relacionadas con la recolección, 
tratamiento y circulación de datos personales a que se refiere el artículo 15 de la 
Constitución Política, así como el derecho a la información establecido en el 
artículo 20 de la Constitución Política, particularmente en relación con la 
información financiera y crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de 
terceros países”. 
 
Esta Ley Estatutaria que desarrolla el artículo 15 y 20 de la Constitución Política, 
pretende como se señalara la protección de los derechos de las personas sobre la 
información que de ellas se tengan en bases de datos y centrales de riesgos y la 
manera como ha de manejarse dicha información. 
 
Se tiene, que hay dos normas de carácter superior, las contempladas en la 
Constitución Política como lo son los artículos 15 y 20 y la Ley 1098 de 2006 que 
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desarrolla los artículos 11, 44 y 94 de la Constitución Política y la cual según su 
artículo 5, es preferente 
 
“Las normas sobre los niños, las niñas y los adolescentes, 
contenidas en este Código, son de orden público, de carácter 
irrenunciable y los principios y reglas en ellas consagrados se 
aplicarán de preferencia a las disposiciones contenidas en otras 
leyes”. 
 
De ahí que el Código de la Infancia y la adolescencia, ley 1098 de 2006, prima 
sobre la Ley 1266 de 2008, por cuanto la misma Constitución Política así lo 
ordena. 
 
2.1. LA NECESIDAD DEL REPORTE A LAS CENTRALES DE RIESGOS PARA 
EL DEUDOR MOROSO DE LA CUOTA ALIMENTARIA 
 
Viéndolo desde el punto de vista práctico y cuando hay tantas medidas para hacer 
efectivos los derechos de los niños, niñas y adolescentes, como son el embargo 
del salario del deudor alimentario, el embargo de los bienes muebles e inmuebles, 
impedimento para salir del país e incluso la demanda penal de INASISTENCIA 
ALIMENTARIA, la disposición de ser reportado en las centrales de riesgos, más 
que ser una medida represiva o que logre el objetivo que es el goce de los 
derecho de los niños niñas y adolescentes, es preventiva, que a mi juicio no 
cumple con ningún objetivo frente a lo acotado. 
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Considero que es un circulo de circunstancias agravantes en las que se pone al 
deudor moroso de los alimentos pues el reporte negativo que se haga en las 
centrales de riesgos, tiene que ver directamente con la capacidad de 
endeudamiento del mismo y si se incurre en mora ya mucho se ha afectado esa 
capacidad y antes que contribuir a una solución, podría llegar a constituirse en una 
agravante de la misma. 
 
Es nociva la medida de reporte en centrales de riesgos a los deudores 
morosos de la cuota alimentaria: 
 
De acuerdo a lo señalado líneas atrás considero altamente nociva la medida no 
solamente para el moroso en el pago de la cuota alimentaria, sino para el propio 
alimentario.  
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CAPÍTULO III 
RESULTADOS OBTENIDOS 
Después desarrollar y analizar el tema, se encuentra respecto del reporte en las 
centrales de riesgos para los morosos en suministrar alimentos,  lo dispuesto en el 
artículo 129 inciso sexto de la Ley 1098 de 2006, que se intentó demanda de 
inconstitucionalidad en su contra, la cual fue resuelta mediante sentencia C-740 de 
2008, en el que la Honorable Corte Constitucional se abstuvo de entrar en el 
análisis de fondo del asunto, por cuanto el demandante no expresó las razones de 
la violación respecto de los artículos 13, 15, 28 y 29 de la Constitución Política 
Colombiana. 
Así mismo la Constitución Política de 1991 en Colombia, trajo consigo la viabilidad 
de tener bases de datos y el deber correlativo de proteger los derechos 
fundamentales de todos los ciudadanos.  
El artículo 15 de la Constitución Política señala: 
“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y 
familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y 
hacerlos respetar.  De igual modo, tienen derecho a 
reconocer, actualizar y rectificar las informaciones que se 
hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 
de entidades públicas y privadas.  
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se 
respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la 
Constitución. …” 
Haciendo una interpretación sistemática, la constitución política también hace 
referencia en su artículo 20: 
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“Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir 
su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos 
de comunicación”  
 
Por su parte, el artículo 335 ibidem, señala: 
“Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con 
el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a los que se 
refiere el literal d) del numeral 19 del artículo 150 son de interés público y sólo 
pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme a la Ley, la cual 
regulará la forma de intervención del gobierno en estas materias y promoverá la 
democratización del crédito”. 
Mucho se ha dicho respecto de las consecuencias tanto personales y jurídicas de 
ser reportado en centrales de riesgos y bases de datos, de ahí que el legislador 
tuvo la necesidad de crear la Ley Estatutaria de Estatutaria No.1266 de 2008, 
promulgada el 31 de diciembre de 2008, comúnmente conocida como Ley de 
Habeas Data, que fue creada según su objeto, numeral 1 para lo siguiente: 
“ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto desarrollar 
el derecho constitucional que tienen todas las personas a conocer, 
actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre 
ellas en bancos de datos, y los demás derechos, libertades y 
garantías constitucionales relacionadas con la recolección, 
tratamiento y circulación de datos personales a que se refiere el 
artículo 15 de la Constitución Política, así como el derecho a la 
información establecido en el artículo 20 de la Constitución Política, 
particularmente en relación con la información financiera y crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de terceros países”. 
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Esta Ley Estatutaria que desarrolla el artículo 15 y 20 de la Constitución Política, 
pretende como se señalara líneas atrás la protección de los derechos de las 
personas sobre la información que de ellas se tengan en bases de datos y 
centrales de riesgos y la manera como ha de manejarse dicha información. 
Por lo tanto, se puede decir que hay dos normas de carácter superior, las 
contempladas en la Constitución Política como lo son los artículos 15 y 20 y la Ley 
1098 de 2006 que desarrolla los artículos 11, 44 y 94 de la Constitución Política y 
la cual según su artículo 5, es preferente 
“Las normas sobre los niños, las niñas y los adolescentes, 
contenidas en este Código, son de orden público, de carácter 
irrenunciable y los principios y reglas en ellas consagrados se 
aplicarán de preferencia a las disposiciones contenidas en 
otras leyes”. 
De ahí que el Código de la Infancia y la adolescencia, ley 1098 de 2006, prima 
sobre la Ley 1266 de 2008, por cuanto la misma Constitución Política así lo 
ordena. 
Es necesario el reporte a las centrales de riesgos para el deudor moroso de la 
cuota alimentaria. Viéndolo desde el punto de vista práctico y cuando hay tantas 
medidas para hacer efectivos los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
como son el embargo del salario del deudor alimentario, el embargo de los bienes 
muebles e inmuebles, impedimento para salir del país e incluso la demanda penal 
de INASISTENCIA ALIMENTARIA, la disposición de ser reportado en las centrales 
de riesgos, más que ser una medida represiva o que logre el objetivo que es el 
goce de los derecho de los niños niñas y adolescentes, es preventiva, que a mi 
juicio no cumple con ningún objetivo frente a lo acotado. 
 
67 
Considero que es un circulo de circunstancias agravantes en las que se pone al 
deudor moroso de los alimentos pues el reporte negativo que se haga en las 
centrales de riesgos, tiene que ver directamente con la capacidad de 
endeudamiento del mismo y si se incurre en mora ya mucho se ha afectado esa 
capacidad y antes que contribuir a una solución, podría llegar a constituirse en una 
agravante de la misma. 
Es nociva la medida de reporte en centrales de riesgos a los deudores morosos de 
la cuota alimentaria: 
De acuerdo a lo señalado líneas atrás considero altamente nociva la medida no 
solamente para el moroso en el pago de la cuota alimentaria, sino para el propio 
alimentario.  
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CONCLUSIONES 
 
El reporte en las centrales de riesgos que contempla la parte final del inciso sexto 
del artículo 129 del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006), a 
mi juicio, no es una herramienta efectiva que garantice el goce de los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes y por el contrario  si podría lesionar no solo 
sus intereses, sino también los de la persona que es reportada en dichas centrales 
como moroso de la cuota alimentaria, pues aunque en la actualidad existen 
muchas garantías como la ley de Habeas Data, la sanción prevista para el deudor 
alimentario de ser reportado en las centrales de riesgos, permanece en las bases 
de datos por tiempo indeterminado, agravando aún más la situación de ambas 
partes. 
Aunque la medida puede llegar a ser preventiva, la realidad es que en nuestra 
sociedad son muchos los factores por los cuales el progenitor de un niño se 
sustrae del pago de su obligación como el desempleo, el desplazamiento forzado, 
la falta de oportunidades, etc,  no siempre la simple voluntad de no cumplir y que 
en cada caso se debe realizar un análisis exhaustivo que permita inferir cual es la 
medida más conveniente que consulte con más efectividad los intereses de los 
niños, niñas y adolescentes.  
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RECOMENDACIONES 
 
Recomendaría antes que implementar una medida que considero represiva e 
inconveniente para el deudor de los alimentos y poco benéfica para el menor 
beneficiario de los mismos, que los encargados de administrar justicia usen las 
otras herramientas puestas en el ordenamiento jurídico como son el embargo del 
salario, de bienes tanto muebles como inmuebles e incluso la medida que le 
impide a los obligados a pagar los alimentos, salir del país sin antes prestar 
garantías de su cumplimiento, pues ellas si contribuirían a mi juicio a la 
salvaguarda y finalidad de la Ley 1098 de 2006.   
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